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Con fecha 4 de octubre de 1989, al declarar con lugar un recurso de casación, 
la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha dictado una sentencia de 
enorme significación e importancia, no sólo porque establece una interpretación abier­
tamente contra /egem de una norma del Código de Procedimiento Civil, sino porque, 
al hacerlo, ha trastocado impunemente el ordenamiento constitucional, pues es bien 
sabido que "contra sus decisiones no se oirá ni admitirá recurso alguno" (art. 211 Cons­
titución). La Sala de Casación Civil, en efecto, al dictar su sentencia, ha ejercido el 
control difuso de la constitucionalidad de las leyes, pero no ha desaplicado norma al­
guna, sino que ha pretendido dictar o establecer una norma, extinguiendo otra, con 
lo que ha incurrido en usurpación de funciones. 

Por su importancia y repercusiones, dicha sentencia amerita algunos comentarios, 
particularmente a la luz del sistema de control de la constitucionalidad de las leyes 
que existe en nuestro país. En efecto, el sistema venezolano de control de la consti­
tucionalidad de las leyes, al igual que en Colombia, es un sistema mixto, en el sentido 
de que combina a la vez, y paralelamente, el método difuso de control de la consti­
tucionalidad con el método concentrado. 

Así, conforme al método concentrado de control de la constitucionalidad de 
las leyes, la Constitución atribuye a la Corte Suprema de Justicia en Corte Plena, 
el poder de declarar la nulidad de las leyes ( art. 215), mediante sentencias que tienen 
valor erga omnes y que anulan la Ley en concreto, es decir, la extinguen del ordena­
miento jurídico, y que se dictan en juicios iniciados mediante acción popular. 

En cambio, conforme al método difuso de control de la constitucionalidad de 
las leyes, el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil atribuye a todos los jueces 
de cualquier jerarquía e, incluso, por supuesto a la propia Corte Suprema, el poder 
de juzgar y apreciar la inconstitucionalidad de una ley en la resolución de un caso 
concreto y considerarla inaplicable al mismo por aplicación preferente de la Cons­
titución, por supuesto, con efecto, inter partes. 

Dicha norma, en efecto, establece que 

"Cuando la Ley vigente, cuya aplicación se pida, colidiere con alguna disposi­
ción constitucional, los Jueces aplicarán ésta con preferencia". 

Ahora bien, ha sido pretcndidamente con base en este poder de control difuso de 
la constitucionalidad de las leyes, que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 
de Justicia ha dictado con el Voto Salvado de dos de sus cinco Magistrados, la sen­
tencia de 4 de octubre de 1989, que queremos comentar luego de precisar el alcance 
y características de este método de control de la constitucionalidad de las leyes en 
nuestro país. 

"' Este comentario reproduce parte del contenido del "Prólogo" que hemos escrito para el libro 
de Humberto Briceño León, la acción de inconstitucionalidad, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas, 1989. 
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l. LOS PRINCIPIOS DEL CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD 

El citado artículo 20 del Código de Procedimiento Civil que regula el control 
difuso de la constitucionalidad de las leyes, como se ha dicho, confiere a cualquier 
Juez de cualquier nivel en la jerarquía judicial, el necesario poder para actuar como 
juez constitucional, En consecuencia, conforme a dicha norma, todos los jueces, al 
aplicar la ley en un caso concreto sometido a su consideración, están autorizados a 
juzgar la constitucionalidad de dicha ley y, en consecuencia, a decidir su inaplica­
bilidad a dicho caso concreto cuando la consideren inconstitucional, dando aplica­
ción preferente a la Constitución 1 • 

1 . La lógica del sis1e111a como consecuencia del principio de la supremacía 
cons1i111cio11al 

Desde el punto de vista lógico y racional, este poder general de todo J ucz de 
actuar como juez constitucional es la obvia consecuencia del principio de la supre­
macía constitucional, por lo que si la Constitución se considera como la Ley Suprema 
del país, en todo caso de conflicto entre una Ley y la Constitución, ésta debe preva­
lecer, considerándose por lo demás, como un deber de todo juez, el decidir cuál es 
la ley aplicable en un caso concreto. Como lo señaló el Juez William Paterson en 
una de las más viejas decisiones de la Corte Suprema de los Estados Unidos de Amé­
rica sobre la materia, en el caso Vanhome's Lessee ,•. Dorrance ( 1795) hace casi 
doscientos años: 

" ... si un acto legislativo se opone a un princ1p10 constitucional, el primero debe 
dejarse de lado y rechazarse por repugnante. Sostengo que es una posición clara 
y sonora que, en tales casos, es un deber de todo tribunal el adherirse a la 
Constitución y declarar tal acto nulo y sin valor" 2 • 

O como fue definitivamente establecido por el Juez Marshall en el conocido 
caso Marbury v. Madison (1803) decidido por la misma Corte Suprema: 

"Aquellos que aplican las normas a casos particulares, deben necesariamente 
exponer e interpretar aquella regla. . . de manera que si una Ley se encuentra 
en oposición a la Constitución. . . la Corte debe determinar cuál de las reglas 
en conflicto debe regir el caso: Esta es la real esencia del deber judicial. Si en 
consecuencia, los tribunales deben ver la Constitución, y la Constitución es 
superior a cualquier acto ordinario de la Legislatura, es la Constitución, y no 
tal acto ordinario, la que debe regir el caso al cual ambas se aplican" 3• 

En consecuencia, la supremacía constitucional y el poder de todo juez de con­
trolar la constitucionalidad de las leyes, son conceptos que están esencialmente unidos 
en el constitucionalismo moderno. Por ello debe recordarse que en relación a las 
Constituciones y a las Leyes de los Estados Miembros de la Federación Americana, 
se estableció expresamente en la Constitución de 1787 la muy conocida "Cláusula 
de Supremacía" contenida en el artículo VI, Sección 2, el cual dispone: 

1. Véase Allan R. Orewer-Carías, Judicial Ret·iew in Comparative law, Cambridge, 1989, pp. 
127 y SS. 

2. Vanhorne's Lessee , .. Dorrance, 2 Dallas 304 (1795) Véase el texto S.l. Kuller (ed.), The 
Supreme Coul'l and the Constitulion. Reoding in American Constitutional History, N.Y., 1984, 
p. 8. 

3. Marb11r)' v. Madiso11, 1 Crancb 137 (1803). Véase el texto en S.I. Kutler (ed.). op cit., p. 29. 
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"Esta Constitución, y las leyes de los Estados Unidos que se expidan con arre­
glo a ella, y todos los Tratados celebrados o que se celebren bajo la autoridad 
de los Estados Unidos, serán la suprema Ley del país y los jueces de cada 
Estado estarán obligados a observarlos, a pesar de cualquier cosa en contrario, 
que se encuentre en la Constitución o las leyes de cualquier Estado". 

Esta "Cláusula de Supremacía" se recogió en el artículo 227 de la Constitución 
venezolana de 1811, que estableció en una forma más amplia lo siguienk: 

"La presente Constitución, las leyes que en consecuencia se expidan para eje­
cutarla y todos los Tratados que se concluyan bajo la autoridad del Gobierno 
de la Unión serán la Ley suprema del Estado en toda la extensión de la Con­
federación, y las autoridades y habitantes de las Provincias estarán obligados a 
obedecerlas y observarlas religiosamente sin excusa ni pretexto alguno; pero 
las leyes que se expidieren contra el tenor de ella 110 te11drán ningú11 valor. sino 
cuando hubieren llenado las condiciones requeridas para una justa y legítima 
revisión y sanción". 

Se destaca, en efecto, que en el artículo 22 7 de la Constitución venezolana d~ 
1811 se va más allá de lo establecido en el artículo VI, 2 de la Constitución Ameri­
cana 1787, en el sentido de que no sólo estableció el principio de la supremacía, 
no sólo respecto de las leyes de las Provisiones sino respecto de todas las leyes, sino 
su consecuencia; es decir, la nulidad -"no tendrán ningún valor" dice la norma­
de toda ley que contraríe la Constitución. 

Es decir, la Constitución de I 8 I l estableció la garantía de la supremacía cons­
titucional, con la sanción de la nulidad de toda ley contraria a la Constitución. Ello, 
incluso, se estableció todavía más expresamente en relación a los derechos funda­
mentales al establecer el último de los artículos del Capítulo relativo a los derechos 
de hombre, lo siguiente: 

"Art. 199.- Para precaver toda transgresión de los altos poderes que nos han 
sido confiados, declaramos: que todas y cada una de las cosas constituidas en 
la anterior declaración de derechos están exentas y fuera del alcance del Poder 
general ordinario del gobierno y que, conteniendo o apoyándose sobre los in­
destructibles y sagrados principios de la naturaleza, toda ley contraria a ellas 
que se expida por la legislatura federal o por las provincias será absol11tame11te 
nula y de ningtín valor''. 

En todo caso, fue precisamente la "Cláusula de Supremacía" de la Constitución 
Americana, limitada en su formulación respecto a las Constituciones y Leyes de los 
Estados Miembros de la Federación, la que en el caco Marb11ry v. Madiso11 ( 1803) 
fue extendida a las leyes federales, a través de una interpretación y aplicación lógica 
y racional del principio de la supremacía de la Constitución, el cual, como se ha 
visto, en otros países encontró expresión formal en el derecho constitucional positivo. 
Se destaca, por ejemplo, el contenido del artículo 215 de la Constitución de Colombia, 
incorporado en las Enmiendas de 1910, el cual establece: 

"En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la Ley, se aplicarán 
de preferencia las disposiciones constitucionales"'· 

En otros países, el principio está en la legislación positiva como es el caso de 
Venezuela, donde el texto del artículo 20 del Código de Procedimiento Civil está 
incorporado al Código desde 1897 (art. 10). 

4. Véase J. Ortega Torres (ed.), Co11stit11ci611 Política de Colombia, Bogotá 1985, p. 130. 
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2. La compatibilidad del sisrema con rodas los sisremas jllrídicos 

En consecuencia, el sistema difuso de control judicial de la constitucionalidad de 
las leyes puede decirse que no es un sistema peculiar a los sistemas jurídicos anglosa­
jones o del common law, y que pudiera ser incompatible con los sistemas jurídicos 
de tradición civil o de derecho romano. Al contrario, el sistema de control difuso 
ha existido desde el siglo pasado en casi todos los países de América Latina, todos 
pertenecientes a la familia de tradición del derecho romano. Es el caso de México, 
Argentina y Brasil que siguieron el modelo norteamericano y el de Colombia y V e­
nezuela donde existe un sistema mixto de control de la constitucionalidad. 

También ha existido en Europa, en países con una tradición de derecho civil, 
como Suiza y Grecia. En Suiza, el sistema difuso fue establecido por primera vez en 
la Constitución de 1874, aun cuando en forma limitada, lo que se confirma en el 
sentido de que si bien el sistema suizo actualmente permite que los tribunales decidan 
sobre asuntos constitucionales, ello es sólo en cuanto a la inaplicabilidad de actos 
legislativos de los Cantones, pero no de las leyes federales·'. En Grecia donde se ha 
adoptado, también, un sistema difuso de control de constitucionalidad, la Constitu­
ción de 1975 atribuye a todos los tribunales competencia para desaplicar una disposi­
ción cuyo contenido consideren contrario a la Constitución°. Así, el artículo 95 d·, 
dicha Constitución establece: 

"Los Tribunales están obligados a no aplicar leyes cuyo contenido sea contrario 
a la Constitución". 

En consecuencia, el método difuso de control judicial de constitucionalidad 
existe y ha funcionado en sistemas jurídicos tanto con tradición de co111mo11 lmv 
como de derecho romano. Por ello, no estamos de acuerdo con Cappelletti y Adams, 
cuando señalan que existe una incompatibilidad fundamental entre el método difuso 
de control judicial de la constitucionalidad y los sistemas jurídicos basados en la 
tradición del derecho romano 7, ni con lo que el mismo Mauro Cappelletti ha señalado 
en otra parte, al referirse a la experiencia de Italia y Alemania Federal antes de la 
creación de sus respectivas Corte y Tribunal Constitucionales, y señalar que esos países 
"revelaron completamente la desadaptación del método descentralizado (difuso) de 
control judicial para los países con sistemas jurídicos de derecho civil" 8. 

En nuestro criterio, los argumentos en favor del método concentrado de control 
judicial que se han adoptado en Europa Continental, no pueden resolverse con base 
en su supuesta adaptabilidad o no con un sistema jurídico particular, sino en realidad 
con el sistema constitucional que se adopte en relación a la supremacía de la Consti­
tución. Entonces, si se adopta el principio de la supremacía constitucional, la conse­
cuencia lógica y necesaria es la atribución dada a todos los jueces del poder decidir 
cuál norma debe ser aplicada cuando existe una contradicción entre una ley particular 

5. Véase en H. Fix Zamudio, Los Tribunales Constitllcionales y /ns derechos humanos, México, 
1980, p. 17, 84; A. Jiménez Blanco, "El Tribunal Federal Suizo", Boletfn de Jurisprudencü, 
Constitucional, Cortes Generales, 6, Madrid, 1981, p. 477. 

6. Art. 93. Véase H. Fix Zamudio, op. cit., p. 162: L. Favoreu, Le control ;uridictionnel des 
lois et sa légitimité Développemellls récents en Europe Occide11tale. Association lntcrnatio· 
nale des Sciences Juridiques, Colloque d'Uppsa1a, 1984 (mimco), p. 14. Publicado también 
en L. Favoreu y J.A. Jolowicz (ed.) Le comró/e juridictionnel des !ois. Légirimiré, ef/ectiviré 
et dére!oppemems ricems, París, 1986, pp. 17.68. 

7. M. Cappcllctti and J.C. Adams, "Judicial Review of Legislation: European antecedents and 
adaptations'', Harvard Law Redew, 79 (6L 1966, p. 1215. 

8. ?\.1. Cappelletti, Judicial Redew in the Co111emporary JVorld, Indiannapolis, 1971, p. 59. En 
sentido similar M. Fromont considera que es "difícil admitir el método difuso de control de 
constitucionalidad en países con tradición de derecho romano. Véase "Preface'' en J.C. Beguin, 
Le Controle de la consritutionalité des lois en Republique Federa/e d'A/lemagne, París, 
1982, p. v. 
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y la Constitución, estando entonces obligados a dar prioridad a la Constitución, como 
un verdadero deber, independientemente del sistema jurídico de tradición de common 
law o de derecho romano del país en particular. 

Por supuesto, otra cuestión es la relativa a los efectos prácticos que puede tener 
la adopción del método difuso de control de la constitucionalidad. Así, en ausencia 
de método alguno de control de la constitucionalidad, en Europa, antes de los años 
veinte y con el marco tradicional del dogma de la separación de poderes basado en 
los principios de soberanía del Legislador, de la supremacía de la Ley y de la des­
confianza en los tribunales como órganos de control de la acción legislativa, las crí­
ticas al método difuso de control de la constitucionalidad formuladas en Europa, son 
tan antiguas como la existencia del mismo "modelo europeo" de control. Por ejemplo, 
Hans Kelsen, el creador del modelo austríaco hizo referencia a los problemas que 
originaba el método difuso de control para justificar "la centralización del poder para 
examinar la regularidad de las normas generales", subrayando "la ausencia de unidad 
en las soluciones" y "la incertidumbre legal"' que resultaba cuando "un tribunal se 
abstenía de aplicar una ley considerada irregular, en tanto que otro Tribunal hacía 
lo contrario" 9 • En sentido similar, Mauro Cappelletti y John Clarke Adams insisten 
en que el método difuso de control constitucional "puede llevar a una grave incer­
tidumbre y confusión, cuando un tribunal decide aplicar una ley y otro la considera 
inconstitucional" 10. 

Pero en realidad, estos problemas existen tanto en los sistemas del common law 
como de derecho romano que han adoptado el método difuso, no pudiendo consi­
derarse como esencialmente peculiares a los países con tradición de derecho romano 
que lo hayan adoptado. Sin embargo, lo contrario pretenden demostrarlo Cappelletti 
y Adams basando su argumento en los efectos correctivos respecto de esos problemas, 
que tiene la doctrina del stare decisis. que es peculiar a los sistemas del common /aw 
y extraña a los sistemas de tradición de derecho romano. Su argumento, básicamente, 
es el siguiente: 

"Conforme a la doctrina angloamericana del stare decisis, la decisión dd más 
alto Tribunal en cualquier jurisdicción es obligatoria para todos los tribunales 
inferiores de la misma jurisdicción, por lo que tan pronto el Tribunal Supremo 
ha declarado una ley inconstitucional, ningún otro tribunal puede aplicarla. La 
Corte no necesita que se le confiera un especial poder para declarar una ley 
inválida, ni debe decidir otros aspectos más allá de la aplicabilidad de la ley 
cuestionada al caso concreto; el principio stare decisis hace el resto, al requerir 
de los otros tribunales el seguir el precedente en todos los casos sucesivos. Por 
lo que aun cuando la ley inconstitucional continúe en la Gaceta Oficial, es una 
"ley muerta". 

Por ello, concluyen estos autores su argumento señalando: 

". . . stare decisis, sin embargo, no es normalmente un princiipo de los siste­
mas jurídicos de derecho romano, donde los tribunales generalmente no están 
obligados por las decisiones de los más altos tribunales" 11 • 

El argumento ha sido luego desarrollado por el mismo Cappelletti, al señalar: 

"por cuanto el principio de stare decisis es extraño a los jueces en los sistemas 
jurídicos de derecho civil, un método de control de la constitucionalidad que 

9. Véase H. Kelsen, "La guarantie juridictionnclle de la Constitution (La Justice constitution· 
nelle)'' Revue du Droit Public et de la Science Politique en France et a l'etranger, 1928, p. 
218. 

10. loe. cit., p. 1215. 
11. Idem., p. 1215. 
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permita a cada juez decidir sobre la constitucionalidad de las leyes, puede con­
ducir a que una ley pueda ser inaplicada por algunos jueces, por inconstitu­
cionalidad y ser considerada aplicable, por otros jueces en sus decisiones. Aún 
más, el mismo órgano judicial, que puede algún día haber desaplicado una ley, 
puede luego, al día siguiente, considerarla aplicable, cambiando su criterio acerca 
de la legitimidad constitucional de la Ley. Además, entre diferentes tipos o grados 
de tribunales podrían surgir diferencias, por ejemplo, entre un tribunal de la 
jurisdicción ordinaria y tribunales de la jurisdicción administrativa, o entre 
jueces jóvenes y más radicales de los tribunales inferiores y jueces mayores de 
conciencia tradicional de los tribunales superiores. . . El resultado extremada­
mente peligroso de ello, puede ser un grave conflicto entre órganos judiciales y 
una grave incertidumbre respecto de la Ley aplicable" 12• 

Sin embargo, insistimos en que esos problemas derivados del princ1p10 de la 
supremacía constitucional existen tanto en países con tradición de sistemas de common 
law como de derecho romano, y si bien es cierto que la doctrina stare decisis es una 
corrección a los problemas anotados, dicha corrección no es absoluta, pues no todos 
los casos en los cuales los tribunales inferiores decidan cuestiones de constituciona­
lidad, por ejemplo, en los Estados Unidos, llegan a la Corte Suprema, la cual decide 
discrecionalmente los casos que conoce 13• 

Por otra parte, y aun cuando la doctrina stare decisis, tal como es conocida en 
los países del common law, no se aplica en países con sistemas jurídicos de la tradi­
ción del derecho romano, aquellos en los cuales se ha adoptado un método difuso de 
control de constitucionalidad han adoptado, paralelamente, sus propios correctivos a 
los problemas planteados, con efectos similares. Por ejemplo, en el sistema de amparo 
mexicano, la Constitución establece el principio de que la Ley de Amparo deb•o 
establecer lcis casos en los cuales la "jurisprudencia", es decir, los precedentes judi­
ciales de las Cortes Federales, debe ser obligatoria u_ Por ello, la Ley de Amparo 
establece los casos en los cuales las decisiones de la Corte Suprema e, incluso, de las 
Cortes de Circuito, deben considerarse como precedentes obligatorios, lo que sucede 
sólo cuando se hayan dictado cinco decisiones consecutivas, que no sean interrum­
pidas por alguna decisión incompatible, con el mismo efecto. 

Los efectos de esta "jurisprudencia", incluso parcialmente, han sido considerados 
como equivalentes a los que resultan del principio stare decisis. Incluso, en el sistema 
de amparo mexicano, el llamado "amparo contra leyes" ha sido desarrollado también 
como una acción extraordinaria de inccnstitucionalidad de leyes autoaplicativas, que 
afecten directamente derechos de un individuo, y que pueden ser impugnadas ante 
las Cortes Federales, permitiéndoles juzgar la inconstitucionalidad de la ley sin rela­
ción alguna con un proceso concreto 15• 

En sentido similar, en Argentina y Brasil, países que también siguen de cerca el 
modelo norteamericano en el sentido del poder otorgado a todos los tribunales de 
decidir no aplicar las leyes basados en consideraciones constitucionales, se ha esta­
blecido la institución procesal denominada "recurso extraordinario de inconstitucio­
nalidad" que puede formularse ante la Corte Suprema contra decisiones judiciales 
adoptadas en última instancia en las cuales se considera una Ley federal como in­
constitucional e inaplicable al caso concreto 16• En estos casos, la decisión adoptada 
por la Corte Suprema tiene efectos in casu et ínter partes pero siendo dictada por el 
Tribunal Supremo, tiene de hecho efectos obligatorios respecto de los tribunales infe­
riores 17• En igual sentido, otros países con tradición de derecho romano que han adop-

12. M. Cappelletti, op. cit., p. 58. 
13. 28 U.S. Code, Secc. 1254, 1255, 1256, 1257. Véase también Rule N? 17 de la Supreme Court. 
14. Art. 107, Sección XIII, parágrafo 1 de la Constitución (Enmienda de 1950-1951). 
15. R.D. Baker, Judicial Review in Mexico. A Study of tlie Amparo Suit, Austin, 1971, pp. 164, 

250-251, 256, 259. 
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lado el método difuso de control de constitucionalidad, han establecido mecanismos 
judiciales especiales para superar los problemas que se puedan derivar de decisiones 
contradictorias en materia constitucional de tribunales diferentes. Es el caso de Grecia, 
donde la Constitución de l 975, estableció una Corte Suprema Especial con poderes 
para decidir sobre materias de inconstitucionalidad de las leyes, cuando se adopten 
decisiones contradictorias, en la materia, por el Consejo de Estado, la Corte de Ca­
sación o la Corte de Cuentas. En esos casos, las decisiones de la Corte Suprema Es­
pecial tienen efectos absolutos y generales en lo que concierne al control de la cons­
titucionalidad de las leyes 18• 

Finalmente, en los otros países con tradición de derecho romano donde se ha 
adoptado el método difuso de control de la constitucionalidad, debe tenerse en cuenta, 
particularmente en materia de casación, el valor de las decisiones de la Sala de Ca­
sación de la Corte Suprema para los Tribunales de instancia. En Venezuela, el Código 
de Procedimiento Civil establece que "los jueces de instancia procurnrán acoger la 
doctrina de casación establecida en los casos ¡1ná!ogos, para defender la integridad 
de la legislación y la uniformidad ce la juris;,rudencia" (art. 321). Por tanto, si en 
su sentencia, la Sala de Casación ha hecho uso del poder de control difuso de la 
constitucionalidad, esa doctrina en principio debe ser seguida por los jueces de ins­
tancia. Pero en los casos en que los asuntos no lleguen a la Sala de Casación, los 
sistemas de tradición de derecho romano con método difuso de control de constitu­
cionalidad, han establecido correctivos a los problemas originados por la incertidumbre 
y conflictividad de decisiones judiciales, mediante el establecimiento de un sistema 
mixto de control de constitucionalidad, que combina el método difuso con el método 
concentrado. En América Latina es el caso de Guatemala, Colombia y Venezuela. En 
particular, en estos dos últimos países, paralelamente el método difuso de control de 
constitucionalidad expresamente previsto en el derecho positivo, también existe un 
método concentrado de control de constitucionalidad, que autoriza a la Corte Suprema 
de Justicia para anular formalmente las leyes inconstitucionales, con efectos erga 
omnes, cuando es requerida media.nte el ejercicio de una actio popu!aris que puede 
ser interpuesta por cualquier habitante del país. En consecuencia, en estos países, 
paralelamente al poder atribuido a cualquier tribunal para considerar en un caso 
concreto una ley como inconstitucional y desaplicarla, la Corle Suprema de Justicia 
tiene el poder de anular con efectos generales las leyes impugnadas por inconstitu­
cionales "º· 

En igual sentido, otros países europeos con tradición de derecho romano que 
han adoptado el método difuso de control de la constitucionalidad, también han adop­
tado paralelamente un método concentrado de control, asignando a la Corte Suprema 
del país el poder de anular leyes inconstitucionales. Es el caso de Suiza, donde a 
pesar de que no exista control judicial de constitucionalidad en relación a las leyes 
federales, la Corte Federal tiene poder para declarar la inconstitucionalidad de leyes 
cantonales, con efectos erga omnes, cuando se requiera su decisión a través del de-

16. H. Fix Zamudio, Veinticinco atlas de et·olución de la Justicia ConsJUucional 1940-1965, Méxi­
co, 1968, pp. 26, 36; J. Carpizo y H. Fix Zamudio, "La necesidad y la 1egilimidad de la revi­
sión judicial en América Latina. Desarrollo· reciente'', Boletín /1,,fexicww de Derecho Compa­
rado, 52, 1985, p. 33; también publicado en L. Favoreu y J.A. Jolowicz (ed.), Le comróle 
juridicti01mcl des lois. Légilimité, effectivité et développements, récents, París, t 986, pp. 119-
151. 

17. Véase J.R. Vanossi and P.E. Ubertone, Instituciones de defensa de la Constirnción en la Ar­
gentina, UNAM, Congreso Internacional sobre la Constitución y su Defensa, México 1982 
(mimeo), p. 32. 

18. Véase E. Spiliotopoulos, "Judicial Review of Legislative Acts in Grcecc", Temple Law Quar­
ter/y, 56, (2). Philadclphia, 1983, pp. 496-500. 

19. J.H. García Laguardia, La Defensa de la Co11stil11ción, México 1983, p. 52. 
20. A.R. Brewcr-Carías, El Control de la Constitucionalidad de los actos estatales, Caracas, 1977; 

L.C. Sachica, El Control de la Constitucionalidad y sus mecanismos, Bogotá, 1980. 
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nominado "recurso de derecho público" en casos de violación de derechos funda­
mentales 21 • 

En consecuencia en el mismo sentido en que se ha desarrollado la doctrina stare 
decisis en los países con sistemas jurídicos del common law, para resolver los pro­
blemas de incertidumbre y posible conflictividad entre las decisiones judiciales adop­
tadas por los diferentes tribunales en materia de inconstitucionalidad de las leyes 
que un método difuso puede originar, los países con sistemas jurídicos de tradición 
de derecho romano que han adoptado el mismo método, también han desarrollado 
diversos mecanismos legales particulares para prevenir los efectos negativos originados 
por los mencionados problemas, sea otorgando carácter obligatorio a los precedentes, 
o sea asignando los poderes necesarios a una Corte Suprema para declarar la incons­
titucionalidad de las leyes, con carácter general y efectos obligatorios. 

Los eventuales problemas originados por la aplicación del método difuso de con­
trol de constitucionalidad de las leyes, en consecuencia, son comunes a los países que 
lo han adoptado, sea que pertenezcan a sistemas jurídicos con tradición de derecho 
romano o de common law, por lo que la adopción del método difuso no puede con­
ducir, en sí mismo, a considerar el método difuso como incompatible con los sistemas 
jurídicos de derecho romano, por el solo hecho que no exista en ellos la regla del 
stare decisis. 

En nuestro criterio, el único aspecto de compatibilidad que en este respecto es 
absoluto, es que cuando existe el principio de la supremacía de la Constitución, la 
consecuencia lógica del mismo es el poder de todos los jueces que tienen a su cargo 
la aplicación de la ley, de decidir sobre la inaplicabilidad de la legislación cuando 
ésta contradice la Constitución, dando preferencia a la Constitución en sí misma. 
Este fue el sistema original de control de la constitucionalidad, después del triunfo 
de la Constitución sobre el Legislador. 

Sin embargo, en los países europeos con tradición de sistema jurídico de derecho 
romano, la tradicional desconfianza en relación al poder judicial ha sido la que ha 
abierto el camino al establecimiento de un sistema concentrado de control de la cons­
titucionalidad que, en cierto sentido ha provocado el "redescubrimicto" de la supre­
macía constitucional a través de otros medios judiciales. Pero esto no puede conducir 
a que se considere el método difuso de control de la constitucionalidad de la legisla­
ción como incompatible con los sistemas jurídicos de derecho romano. 

3. La racionalidad del método difuso 

Como hemos señalado la esencia del método difuso de control de constituciona­
lidad radica en la noción de supremacía constitucional, en el sentido de que si la 
Constitución es la Ley Suprema de un país y que, como tal, pre!avece sobre las otras 
leyes, ningún otro acto del Estado que sea contrario a la Constitución puede ser una 
Ley efectiva, y al contrario debe ser considerado como nulo. En palabras del Juez 
Marshall, si la Constitución es "la Ley fundamental y suprema de una nación. . . un 
acto del legislador que repugne a la Constitución, es nulo""'· En este sentido, la 
efectiva garantía de la supremacía de la Constitución es que tales actos que colidan 
con la Constitución son, en efecto, nulos, y como tales, tienen que ser considerados 
por los Tribunales, los cuales son, precisamente, los órganos estatales llamados a 
aplicar las leyes. 

21. E. Zellweger, "El Tribunal Federal Suizo en calidad de Tribunal Constitucional", Rei,ista de 
la Comisión Internacional de Juristas Vol. VII (1), 1966, p. 119; H. Fix Zamudio, Los Tri­
bunales Constitucionales . .. cit., p. 84. 

22. Marbury v. Madison 5 US (1 Cranch), 137 (1803). Véase el texto en S.I. Kutler (ed.) op. 
cit., p. 29. 



JURISPRUDENCIA 165 

A. La nulidad de los actos estatales inconstitucionales 

En consecuencia, el primer aspecto que muestra la racionalidad del método 
difuso de control de constitucionalidad, es el principio de la nulidad de los actos 
estatales y particularmente de las leyes que colidan con la Constitución. 

Ahora bien, en principio, la nulidad de un acto estatal significa que si tal acto 
pretende existir jurídicamente, objetivamente, en realidad, no existe porque es irre­
gular, en el sentido de que no se corresponde con las condiciones establecidas para 
su emisión por una norma de rango superior. Esto fue lo que Hans Kelsen llamó la 
"garantía objetiva de la Constitución"", lo que significa que un acto estatal nulo no 
puede producir efectos, y no necsita de ningún otro acto estatal posterior para quitarle 
su calidad usurpada de acto estatal. Al contrario, si otro acto estatal fuera necesario, 
entonces la garantía no sería la nulidad del acto, sino su anulabilidad. 

En consecuencia, en estricta lógica, la supremacía de la Constitución significa 
que todo acto estatal que viole la Constitución es nulo, y por tanto teóricamente, 
cualquier autoridad pública, e incluso, los particulares, estarían autorizados para exa­
minar su irregularidad, declarar su inexistencia y considerar el acto inválido como 
no obligatorio. Por supuesto, esto podría conducir a la anarquía jurídica, por lo cual 
normalmente, el derecho positivo establece límites respecto de este poder de examinar 
la regularidad de los actos estatales, y lo reserva a los órganos judiciales. En con­
secuencia, cuando un acto estatal viola la Constitución y es nulo, éste sólo puede ser 
examinado por los jueces y sólo los jueces tienen el poder para considerarlo nulo. 

Pero sin embargo, a pesar de los límites impuestos por el derecho positivo res­
pecto del poder de examinar la nulidad de los actos estatales, esto no significa que 
la garantía de la Constitución cese de ser la nulidad de los actos estatales y quede 
convertida en anulabilidad. Al contrario, la nulidad del acto inconstitucional persiste, 
pero con la limitación derivada de la reserva legal atribuida a los jueces para declarar, 
con exclusividad, su nulidad. 

Así, hasta ese momento, el acto irregular debe ser considerado como siendo 
efectivo y obligatorio por cualquier autoridad pública, y particularmente, por las au­
toridades administrativas y por los particulares; pero una vez que el juez declara su 
inconstitucionalidad en relación a un caso concreto, entonces el acto deviene nulo y 
sin valor en relación a dicho proceso. 

En conclusión, en el método difuso de control de la constitucionalidad, el deber 
de todos los jueces es el de examinar la constitucionalidad de las leyes, y declarar, 
cuando ello sea necesario, que una ley particular no debe ser aplicada a un proceso 
específico que el juez esté conociendo, en razón de que es inconstitucional, y por 
tanto, debe considerarse nula y sin valor. 

B. El poder de todos los jueces 

Lo anterior nos conduce al segundo aspecto de la racionalidad del método difuso 
de control de la constitucionalidad, el cual es que el poder para declarar la incons­
titucionalidad de la legislación es atribuida a todos los jueces de un país determinado. 

En efecto, si la Constitución es la Ley suprema del país, y el principio de la 
supremacía es aceptado, entonces la Constitución se debe aplicar con preferencia 
sobre cualquier otra ley que sea inconsistente con la misma, sea que ello esté expre­
samente establecido en el texto expreso de la Constitución, o sea una consecuencia 
implícita de su supremacía. Consecuentemente, las leyes que violen la Constitución 
o en cualquier forma colidan con sus normas, principios y valores, son, como hemos 
dicho, nulas y sin valor, y no pueden ser aplicadas por los Tribunales, los cuales 
tienen que aplicar preferentemente la Constitución. 

23. H. Kelscn, loe. cit .• p. 214. 
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Todos los Tribunales deben en consecuencia decidir los casos concretos que están 
considerando, como lo decía el Juez Marshall, "conforme a la Constitución desapli­
cando la ley inconstitucional" siendo esto "la verdadera esencia del deber judicial" 04 • 

En consecuencia, en el método difuso de control de la constitucionalidad, este rol co­
rresponde a todos los jueces y no sólo a una Corte o Tribunal en particular, y no 
debe ser sólo visto como un poder atribuido a los Tribunales, sino como un deber 
de los mismos 25 , para decidir conforme a las reglas constitucionales, desaplicando las 
leyes contrarias a sus normas. 

C. El carácter incidental del método difuso 

Este deber de todos los tribunales de dar preferencia a la Constitución y, en 
consecuencia, a desaplicar las leyes que consideren inconstitucionales y por tanto 
nulas y sin valor, nos lleva al tercer aspecto de la racionalidad del método difuso de 
control de la constitucionalidad de las leyes, el cual es que este deber judicial sólo 
puede ser cumplido incidenter tantum, es decir en un proceso concreto del cual el 
juez esté conociendo, y donde la inconstitucionalidad de la ley o norma no es ni el 
objeto de dicho proceso ni el asunto principal del mismo. 

En consecuencia, en este caso, siempre debe iniciarse un proceso ante un Tri­
bunal en cualquier materia, por lo que el método difuso de control de la constitu­
cionalidad siempre es un sistema incidental de control, en el sentido de que la cues­
tión de inconstitucionalidad de una ley y su inaplicabilidad, debe plantearse en un 
caso o proceso concreto, cualquiera sea su naturaleza, en el cual la aplicación o no 
de una norma concreta es considerada por el Juez como relevante para la decisión 
del caso. En consecuencia, en el método difuso de control de constitucionalidad, el 
objeto principal del proceso y de la decisión judicial no es la consideración abstracta 
de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la ley, sino más bien, la decisión 
de un caso concreto de carácter civil, penal, administrativo, mercantil o laboral, etc. 
La cuestión de constitucionalidad, en consecuencia, sólo es un aspecto incidental del 
proceso que sólo debe ser considerada por el juez para resolver la aplicabilidad o no 
de una ley en la decisión del caso concreto, cuando surgen cuestiones relativas a su 
in constitucionalidad. 

D. La iniciativa del poder de los jueces 

Ahora bien, si se trata de un deber de los jueces el aplicar la Constitución en 
un caso concreto y desaplicar, para su decisión, la ley que consideren inconstitucional, 
debe señalarse que el cuarto aspecto de la racionalidad del método difuso, consiste 
en permitir a los jueces el considerar de oficio las cuestiones de constitucionalidad, a 
pesar de que ninguna de las partes en el proceso las haya planteado. De hecho, ésta 
es la consecuencia directa de la garantía de la Constitución que cuando se establece 
como "garantía objetiva", lo que implica la nulidad de las leyes contrarias a la Cons­
titución, y además produce, como consecuencia, la reserva dada a los jueces para 
considerar la nulidad y la inaplicabilidad de una norma en un caso concreto. 

Detro de este marco, estimamos que cuestión de la inconstitucionalidad de la ley 
en relación a los procesos particulares no debe quedar a la sola instancia de las partes 

24. Marbury v. Madison 5 US (1 Cranch), 137 (1803). 
25. Confróntese B.O. Nwabueze, Judicial control o/ legislative action ami its [egitimacy. Recent 

development. African regional rcport. International Association of Legal Scicnccs. Uppsala 
Colloquium 1984 (mimeo), pp. 2-3. También publicado en L. Favoreu y J.A. Jolowicz (cd.), 
Le controle ;uridictionnel des Jois. Légitimité, effectivité et déve/oppements récents. París, 1986, 
pp. 193-222. 
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en el proceso, por lo que aun cuando las partes no planteen ante el Juez la cuestión 
de inconstiucionalidad, éste tiene el deber de considerarla, y decidir, de oficio, sobre 
la inconstitucionalidad de la ley. Debe advertirse, sin embargo, que aun cuando este 
aspecto de la racionalidad del método difuso de control de la constitucionalidad es 
seguido en muchos países como Venezuela y Grecia"', debemos admitir que, en ge­
neral, las normas procesales de la mayoría de los países prohíbe a los Tribunales con­
siderar de oficio, al decidir un caso concreto, cualquier cuestión, incluso las cuestiones 
de inconstitucionalidad 2•. 

En todo caso, el signo común de este aspecto de la racionalidad del método di­
fuso es que la cuestión de inconstitucionalidad sólo puede ser incidental en un pro­
ceso particular el cual, por supuesto, en todo caso debe ser iniciado a instancia de 
parte. 

E. El efecto i11ter partes de la decisió11 judicial 

El quinto aspecto de la racionalidad del método difuso de control de constitu­
cionalidad se refiere a los efectos de la decisión que adopten los Tribunales en rela­
ción a la constitucionalidad o aplicabilidad de la ley en un caso concreto; y este 
aspecto de los efectos de la decisión judicial se relaciona con dos preguntas, primero, 
¿a quién afecta la decisión? y segundo, ¿cuándo comienza a surtir efectos? 

En relación al primer interrogante, la racionalidad del método difuso es que la 
decisión adoptada por el Juez sólo tiene efectos en relación a las partes en el pro­
ceso concreto en el cual aquélla se adopta. En otras palabras, en el método difuso 
de control de constitucionalidad, la decisión adoptada sobre la inconstitucionalidad 
e inaplicabilidad de la ley en un caso, sólo tiene efectos i11 casu et i11ter partes, es 
decir en relación al caso concreto y exclusivamente en relación a las partes que 
han participado en el proceso, por lo que no puede ser aplicada a otros particulares. 
Esta es la consecuencia directa del antes mencionado aspecto relativo al carácter 
incidental del método difuso de control de constitucionalidad. 

En efecto, si la decisión judicial sobre la constitucionalidad y aplicabilidad de 
una ley sólo puede ser adoptada en un proceso particular desarrollado entre partes 
concretas, la lógica del sistema es que la decisión sólo se puede aplicar a este proceso 
en particular, y a las partes del mismo, y en consecuencia, no puede ni beneficiar ni 
perjudicar a ningún otro individuo ni a otros procesos. 

En consecuencia, si una ley es considerada inconstitucional en una decisión judi­
cial, esto no significa que dicha ley ha sido invalidada y que no sea efectiva y aplica­
ble en otros casos. Sólo significa que en cuanto concierne a ese proceso particular, 
y a las partes que en él intervinieron en el cual el Juez decdió la inaplicabilidad de 
la Ley, es que ésta debe considerarse inconstitucional, nula y sin valor, sin que ello 
tenga ningún efecto en relación a otros procesos, otros jueces y otros particulares. 

Sin embargo, para evitar la incertidumbre del orden legal y las contradicciones 
en relación a la aplicabilidad de las leyes, se han establecido correcciones a estos 
efectos inter partes, a través de la doctrina stare decisis o mediante regulaciones de 
derecho positivo cuando las decisiones se adoptan por la Corte Suprema de un país. 

26. E. Spiliotopoulos, "Judicial revicw of legislative acts in Greece'', loe. cit., p. 479. 
27. Por ejemplo, B.O. Nwabueze ha dicho que ';El hecho de que este deber sólo puede s~r ejercido 

a instancia de parte agraviada por una violación de la Constitución, refuerza la legitimid::id de 
la función. Esto significa que aun en presencia de una violación flagrante de la Constitución 
por el Legislador, la Corte no puede intervenir, por su propia iniciativa. Debe esperar a que 
alguien la inste··, loe. cit., p. 3. Véase la discusión respecto del sistema argentino en J.R. Va­
nossi y P.E. Ubcrtone, op. cit., p. 24, en G. Bidart Campos. El Derecho Constirucional del 
Poder, tomo 11, cap. XXIX; y en J.R. Vanossi, Teoría Consritucional, tomo II Buenos Aires, 
1976, pp. 318 y 319. 
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F. Los efectos declarativos de las decisiones iudiciales 

Ahora bien, los efectos inter partes de la decisión judicial adoptada conforme al 
método de control difuso de constitucionalidad, están directamente relacionados con 
otras cuestiones concernientes también a los efectos de la decisión, pero en el tiempo, 
es decir, respecto de cuándo comienza a ser efectiva la declaración de inconstitucio­
nalidad y, por supuesto, también en relación a la nulidad como garantía de la Cons­
titución. 

En efecto, hemos señalado que el principal aspecto de la racionalidad del mé­
todo difuso de control de constitucionalidad es el de la supremacía de la Constitu­
ción sobre todos los demás actos estatales, lo que lleva a considerar que las leyes 
contrarias a la Constitución son nulas y sin valor, siendo ésta la garantía más impor­
tante de la Constitución. En consecuencia, cuando un Juez decide sobre la constitu­
cionalidad de una ley, y la declara inconstitucional e inaplicable a un caso concreto, 
es porque la considera nula y sin valor, tal cual como si nunca hubiera existido. Por 
ello, la decisión tiene efectos declarativos: declara que una ley es inconstitucional y 
consecuentemente que ha sido inconstitucional desde que se dictó. Así, la ley cuya 
inaplicabilidad se decida por ser contraria a la Constitución, debe ser considerada por 
el Juez como si nunca hubiera tenido validez y como si siempre hubiese sido nula y 
sin valor. Por ello es que se dice que la decisión del Juez en virtud de ser de carácter 
declarativo, tiene efectos ex tune, pro pretaerito o de carácter retroactivo, en el sentido 
de que dichos efectos se retrotraen al momento en que la norma considerada incons­
titucional fue dictada, evitando que pueda tener efectos, por supuesto, solamente en 
lo que concierne al caso concreto decidido por el Juez y en relación a las partes 
que intervinieron en el proceso. El acto legislativo declarado inconstitucional por un 
Juez conforme al método difuso de control de constitucionalidad, por tanto, es consi­
derado, ab initio, como nulo y sin valor, por lo que no es anulado por el Juez sino 
que éste sólo declara su nulidad preexistente. 

4. Conclusión 

En conclusión, podemos señalar en el campo de los principios, que la racio­
nalidad del método difuso de control de constitucionalidad funciona de la siguiente 
manera: 

La Constitución tiene un carácter supremo sobre todo el orden jurídico, por 
lo que los actos contrarios a la Constitución no pueden tener efectos y son conside­
rados nulos y sin valor. 

Todos los jueces tienen el poder y el deber de aplicar la Constitución, y en 
consecuencia, a dar preferencia a la Constitución sobre las leyes que la violen, y a 
declararlas inconstitucionales e inaplicables en los casos concretos de los cuales 
conocen. 

El poder-deber de los jueces de considerar una ley inconstitucional aplicando 
preferentemente la Constitución, sólo puede ser ejercido en nn proceso particular, 
iniciado a instancia de parte, donde la cuestión constitucional sólo es una cuestión in­
cidental, y cuando su consideración es necesaria para resolver el caso. 

La decisión judicial relativa a la inconstitucionalidad e inaplicabilidad en un 
proceso concreto puede ser adoptada de oficio por el Juez, pues es su deber el apli­
car y respetar la supremacía de la Constitución. 

La decisión adoptada por los jueces sobre inconstitucionalidad e inaplicabilidad 
de la Ley sólo tiene efectos inter partes en relación al caso concreto en el cual se 
adopta, y tiene efectos declarativos en el sentido que declara ab initio la nulidad de la 
Ley. Por ello, al declarar una ley inconstitucional e inaplicable, de hecho, la decisión 
tiene efectos ex tune y pro pretaerito en el sentido que ellos son retroactivos al mo-
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mento en que se promulgó la Ley, la cual es considerada como no habiendo producido 
efecto alguno en relación al caso concreto y a las partes que en él intervinieron. 

Por supuesto, esta lógica del método difuso de control de constitucionalidad no 
siempre es absoluta, y cada sistema legal ha desarrollado correctivos en relación a 
la posible desviación que cada uno de los aspectos de la raciaonalidad del sistema 
produce, en relación a la nulidad o anulabilidad del acto inconstitucional; al poder 
atribuido a todos los jueces o a un número limitado de tribunales para revisar la 
constitucionalidad; al carácter incidental del sistema; a la iniciativa de los jueces o 
a la necesidad de instancia de parte para plantear la cuestión constitucional; a los 
efectos ínter partes o erga omnes de la decisión y a su carácter declarativo o cons­
titutivo. 

U. LA SENTENCIA DE LOS LAPSOS PROCESALES 

Ahora bien, ha sido precisamente, en ejercicio de este poder de control difuso 
de la constitucionalidad de las leyes, que la Sala de Casación Civil, en sentencia de 
4 de octubre de 1989, ha decidido no sólo la inaplicabilidad del artículo 197 del 
Código de Procedimiento Civil, que establece la forma de computar los lapsos y 
términos procesales, por considerarlo que colide con el artículo 68 de la Constitu­
ción, sino que ha pretendido sustituir la norma que contiene, por una nueva, exce­
diéndose, sin duda, en cuanto a sus poderes de control. A la luz de los principios 
antes anotados, en consecuencia, a continuación analizaremos la sentencia mencionada. 

1 • Situación procesal precedente 

La sentencia de la Sala de Casación Civil de 4 de octubre de 1989, fue dictada 
al decidirse un recurso. de casación y declarárselo con lugar, contra la sentencia de 
un Tribunal Superior que declaró sin lugar un recurso de hecho. La situación pro­
cesal que antecedió a dicha decisión, en resumen, fue la siguiente: 

1 . El Sr. Ramón Martínez Zuloaga inició un procedimiento de ejecución de 
hipoteca contra la Sra. Yolanda Tepedino de Cilibcrto, por ante el Juzgado Primero 
de Primera Instancia en lo Civil de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal 
y Estado Miranda. 

2. El Juzgado referido, en el curso del procedimiento, declaró inadmisible la 
oposición a la ejecución de la hipoteca mediante sentencia del 14 de abril de 1987. 

3. Contra dicha sentencia, la ejecutada interpuso recurso de apelación, el cual 
fue negado por extemporáneo. La situación en materia de lapsos fue la siguiente: la 
sentencia se dictó el martes 14-4-87; el miércoles 15 fue miércoles santo; el jueves 16, 
fue jueves santo; el viernes 17, fue· viernes santo; el sábado 18, fue sábado de gloria, 
y el domingo 19 fue domingo de resurrección, cubriendo esos días calendarios con­
secutivos los cinco días para apelar que establece el artículo 298 del Código de Pro­
cedimiento Civil, y que el Tribunal consideró computable en dicho lapso, conforme 
lo establece el artículo 197 del mismo Código, razón por la cual la apelación sólo 
podía interponerse el día lunes 20 de abril de 1987. Al no haberse hecho en esa 
oportunidad el juez de la causa negó la apelación interpuesta con posterioridad, por 
extemporánea, por auto de 21 de abril de 1987. 

4. Contra el auto de 21 de abril de 1987, la ejecutada interpuso recurso de 
hecho y el Juzgado Superior Quinto en lo Civil y Mercantil de la misma Circuns­
cripción Judicial, por auto de 5 de mayo de 1987, declaró sin lugar dicho recurso 
de hecho, con aclaratoria de fecha 7 de mayo de 1987. 

5. Contra dicho auto de 5 de mayo de 1987 del Juzgado Superior, y su acla­
ratoria de 7 de mayo de 1987, la ejecutada anunció recurso de casación, cuya de-
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c1s1on es la sentencia de 4 de octubre de 1989 que comentamos, y que declaró con 
lugar el recurso interpuesto contra el auto y su aclaratoria recurridos, y ordenó al 
Tribunal competente decidir nuevamente con arreglo a la doctrina establecida. 

2. Alegatos de la recurrente 

Consideró la ejecutada que el criterio del Juez que dictó el auto recurrido, de 
considerar que el lapso de apelación establecido en el artículo 298 del Código de 
Procedimiento Civil debía computarse por días calendarios consecutivos, estando com­
prendidos en los mismos, en el caso concreto, los días de semana santa, la colocó en 
indefensión "debido a una interpretación demasiado literal de los artículos 197 y 298 
del Código de Procedimiento Civil". Agregó la ejecutada que el artículo 298 del Có­
digo de Procedimiento Civil, en ninguna parte dice que los cinco días consagrados 
para apelar son días calendarios, por lo que a su juicio "no puede el intérprete o el 
sentenciador dar esa interpretación", pues aunque la norma del artículo 197 CPC "no 
excluye el lapso para apelar quizás por un desliz legislativo", tampoco está excluido 
a la luz del artículo 297 CPC, correspondiendo a la Sala, mitigar "la drástica in­
justicia de tan inequitativa norma··. Agrega la recurrente que el lapso de 5 días para 
apelar "tienen que ser días efectivos para poder apelar, días de despacho", pues de lo 
contrario la norma del artículo 197 sería inconstitucional "porque consagraría la in­
defensión de las partes en los procesos". 

3. Argumentos de la Corte Suprema 

Partió la Corte de la afirmación de que las reglas legales para computar lapsos y 
términos procesales no deben estar sujetas a dudas, ni a interpretaciones ni a ambi­
güedades por estar envuelta la garantía de derecho a la defensa, lo que -agregamos­
no pasa de ser, por supuesto, un consejo al legislador para su labor normativa. Apreció 
la Corte que, en esa materia, sin embargo, "históricamente no ha sido del todo afortu­
nado el legislador patrio", para lo cual pasó revista en la sentencia al régimen previsto 
en el Código de 1916, y a los criterios de aplicación que se desarrollaron en el foro, 
destacando la "prudente práctica forense" de identificar los "días hábiles" con los 
"días de audiencia", y de dar "secretaría" sólo cuando había "día de audiencia", con 
lo cual se lograba "evitar malos entendimientos, sorpresas, dudas y estados de inde­
fensión". Analizó la Corte, además, los diversos proyectos del Código de Procedi­
miento Civil que regulaban la materia, "sin dejar lugar a dudas", entre ellos, el de 
1975, que establecía que "los términos o plazos procesales se computarán por días 
calendarios consecutivos, excluyendo solamente aquellos en que no se oiga ni des­
pache en el Tribunal" (art. 197) (subrayado de la Corte), identificándose entonces los 
días consecutivos con aquellos "en que el Tribunal tenga dispuesto despachar, que­
dando excluidos, en consecuencia, aquellos que resulten feriados y de las vacaciones 
judiciales". 

Constató la Sala de Casación, sin embargo, que en el texto definitivo del artículo 
197, el Legislador, guiado "por el principio de la celeridad procesal, de alta pero no 
exclusiva consideración", estableció terminantemente que 

"los términos o lapsos procesales se computarán por días calendarios consecu­
tivos, excepto los lapsos de pruebas en los cuales no se computarán los sábados, 
los domingos, el jueves y el viernes santos, los declarados días de fiesta por la 
Ley de Fiestas Nacionales, los declarados no laborables por otras leyes, ni aque­
llos en los cuales el Tribunal disponga no despachar". 

Es decir, conforme a esa norma, se estableció que todos los lapsos o términos 
procesales se cuentan por días calendarios consecutivos, excepto los lapsos de pruebas 
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en los los cuales no se computan los días en que no haya despacho. Es decir, confor­
me a "la interpretación estrictamente liberal" de esta norma, es evidente que a los 
efectos de los términos o lapsos procesales, todos los días del año son computables, 
siempre que no se trate de los lapsos de pruebas en los cuales sólo son computables 
los días de despacho. 

Ahora bien, esta "interpretación literal'" -y en nuestro criterio no puede haber 
otra respecto a tan clara y terminante norma-, a juicio de la Sala de Casación "está 
en contradicción con el principio de la legalidad de los lapsos procesales" establecido 
en el artículo 196 del Código de Procedimiento Civil, en el sentido de que por cuanto 
los lapsos y términos procesales son los expresamente establecidos por la Ley, si se 
aplica el principio del artículo 197 siempre resultará un lapso menor, pues siempre 
habrá días en que no se dé despacho (sábado o domingo, al menos). Esta abreviación 
de lapsos, en la práctica, a juicio de la Sala de Casación, podría incluso hacer "de­
saparecer íntegramente" el lapso o término mismo, con un "real y efectivo menoscabo 
del derecho de defensa de las partes". De allí concluyó la Sala con su apreciación de 
que "tal interpretación literal" sólo implicaría celeridad procesal sin menoscabo de los 
derechos de las partes, cuando se trate de lapsos o términos de mayor duración, aun 
cuando incluso en esos casos, en supuestos de catástrofes, huelgas o casos semejantes 
cuando el órgano jurisdiccional deje de despachar por períodos prolongados, podría 
existir indefensión. 

Advirtió la Sala que la "interpretación meramente literal" del artículo 197 del 
Código de Procedimiento Civil ha sido sin embargo "atemperada" por la práctica fo­
rense, al extenderse analógicamente la disposición del artículo 200 CPC a los supuestos 
de abreviación de lapsos que implica el artículo 197 CPC en el sentido de prorrogar 
en un día más el lapso de que se trate, cuando concluya en día en que no haya des­
pacho, considerando la Sala que tal "aplicación analógica extensiva. . . no resulta 
conforme a la Ley". 

De su análisis hermenéutico de la norma general del artículo 197 del CPC, y 
tomando en cuenta la absoluta prohibición de actuación de los tribunales fuera de 
los días y horas hábiles de despacho, concluyó la Sala de Casación en su sentencia 
que a su juicio, dicha norma 

" ... debe interpretarse en el sentido de que por regla general y salvo casos ex­
cepcionales más abajo enumerados, los términos y lapsos a los cuales se refiere 
dicho artículo, deben computarse efectivamente por días consecutivos en los 
cuales el Tribunal acuerda dar despacho, no siendo computable a esos fines 
aquellos en los cuales el juez decide no despachar, ni los sábados, ni los domin­
gos, ni el Jueves y Viernes santos, ni los declarados días de fiesta por la Ley de 
Fiestas Nacionales, ni los declarados no laborables por otras leyes". 

Para la Sala de Casación, tal interpretación armoniza con el principio de la le­
galidad de los lapsos procesales. Además, señaló la Sala que desaparecida del Código 
la distinción entre días de audiencia y días hábiles, y sustituida por la noción de día 
de despacho, 

"no hay necesidad de distinguir los días de despacho solamente para pruebas, 
porque para toda otra actuación procesal que debe realizarse en día de despacho 
siempre deberán estar presentes el juez y el secretario, y lo natural es que 
estos días sean los computables para las actuaciones de las partes y las que 
competan propiamente al Tribunal''. 

En definitiva, la Sala llegó a una interpretación de la norma radicalmente dis­
tinta a la interpretación literal, pretendiendo normar no sólo lo que no está normado, 
sino en una forma distinta a como está, aduciendo además el argumento de que en 
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nuestro país "las mismas razones valederas para el cómputo de los lapsos de pruebas 
por días de despacho, lo son para la interposición de todos los recursos, así como la 
solicitud de revocatoria y la de la aclaratoria de la sentencia". De allí que la propia 
Sala confiese que 

"La previsión legislativa óptima habría sido el contenido literal del artículo 197, 
pero con ampliación de cada uno, lapsos y términos de poca duración, para evitar 
su abreviación o su desaparición, que es lo que corrige esta interpretación ju­
risdiccional". 

En definitiva, la Sala de Casación Civil, al dictar su sentencia estableciendo una 
interpretación del artículo 197 del Código de Procedimiento Civil apartándose del 
método exegético gramatical exigido en el artículo 4 del Código Civil, y a pesar de 
encontrarse con una Ley clara y precisa, ha ido contra la letra de la Ley, al darle a 
la norma una interpretación distinta a la que aparece evidente del significado propio 
de las palabras, según la conexión de ellas entre sí y la intención del Legislador, esti­
mando que el texto del artículo colide con el derecho a la defensa previsto en el artícu­
lo 68 de la Constitución. 

En definitiva, la sentencia de la Sala de Casación Civil estimó que con la adop­
ción de la regla general para el cómputo de las diligencias judiciales por días conse­
cutivos establecida en el artículo 197 del CPC, el Legislador colidió el derecho a la 
defensa consagrado en el artículo 68 de la Constitución por lo que 

"de conformidad con el artículo 20 del propio Código de Procedimiento Civil, 
este Alto Tribunal se aparta de la interpretación meramente literal del artículo 
197 del Código de Procedimiento Civil, y a tal efecto respecto del cómputo para 
los lapsos y términos del proceso civil en Venezuela, establece las siguientes nor­
mas aplicables a los procesos a partir de la fecha de la publicación de esta sen­
tencia . .. ". 

A continuación~ "estableció" 1a Sala la H11orn1a" de que "solamente son compu­
tables por días calendarios consecutivos", los lapsos o términos "de mayor duración" 
en los que se impone el principio de la celeridad procesal, y que se consideran "su­
puestos excepcionales". siendo éstos los previstos en los artículos 199, 231, 251, 267, 
317, 318, 319, 335, 374, 386, 515, 521, 614, 756 y 757. Además, estableció que son 
computables por días calendarios consecutivos los lapsos que se cumplen ante la 
propia Sala con motivo del recurso de casación, como la propia Sala lo estableció. 
Agrega además la sentencia que "en todos estos casos de los lapsos por días conse­
cutivos" es aplicable la regla del artículo 200 del Código de Procedimiento Civil. 

En definitiva, la Sala de Casación, en el caso concreto sometido a su considera­
ción, estimó que el Juez del auto recurrido había interpretado el artículo 197 "en su 
forma más literal", forma que a juicio de la Sala no se compaginaba con los princi­
pios establecidos en la sentencia, conforme a la cual la "regla general", en el cómputo 
de los términos y lapsos procesales, conforme al artículo 197 del CPC, es por días 
consecutivos en los cuales el Tribunal haya acordado oír y despachar, de manera que 
el cómputo del lapso de apelación establecido en el artículo 298 del Código de Pro­
cedimiento Civil debe efectuarse "por días calendarios consecutivos en los cuales se 
haya acordado oír y despachar y no por días consecutivos". Por ello la Sala de Ca­
sación concluyó su fallo declarando procedentes las denuncias de infracción de los 
artículos 289 y 197 del CPC y declarando con lugar el recurso de casación interpuesto. 

III. APRECIACION CRITICA DE LA SENTENCIA Y LOS VOTOS SALVADOS 

Ahora bien, el recurso de casación en el caso concreto, se interpuso conforme a 
lo establecido en el ordinal 29 del artículo 313 y ordinal 39 del artículo 317 del CPC 
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denunciándose infracción de los artículos 289 y 197 del CPC. El ordinal 39 del ar­
tículo 317 señala que el recurso de casación debe declararse con lugar, "cuando se 
haya incurrido en un error de interpretación acerca del contenido y alcance de una 
disposición expresa de la Ley", en este caso, los artículos 289 y 197 del CPC. El 
artículo 298 establece el lapso de cinco días para apelar, y el artículo 197 determina 
que el cómputo de dicho lapso es por días calendarios consecutivos. Esta disposición 
expresa fue la que aplicaron los Tribunales de instancia, sin que hubiese habido in­
terpretación alguna, mucho menos "error de interpretación" acerca del contenido o 
alcance de las normas. Como lo afirman los Magistrados que salvaron el voto en la 
decisión. 

"de tan cristalina redacción (del art. J 97) la única interpretación posible es la 
literal, esto es, que los términos o lapsos procesales se computarán por días 
calendarios consecutivos, salvo la excepción del lapso probatorio en el mismo 
establecido". 

Por tanto, el recurso de casac,on debió haber sido declarado sin lugar, ya que 
no hubo infracción de ley, sino simple y elemental aplicación de la misma. 

En realidad, la absolutamente errada interpretación del artículo 197 del Código 
de Procedimiento Civil es la que ha hecho la Sala de Casación, al punto "de cambiar 
radicalmente el dispositivo legal" como lo afirmaron los Magistrados disidentes, vio­
lentando "el princiipo de interpretación lógico e histórico de la aparición de la norma". 
Así se expresaron: 

"Con el fundamento de mantener a salvo el derecho constitucional a la defensa, 
inviolable en todo estado y grado del proceso, la Sala deroga la norma legisla­
tiva, sustituyéndola por una nueva, violentándose así los principios de hermenéu­
tica jurídica, pues desde el punto de vista histórico, es un regreso al pasado, a 
la confusión y anarquía que ya se creían superadas en esta materia". 

Agregaron los Magistrados disidentes, que la Sala 

"en una clara usurpación de funciones, bajo el pretexto de una nueva interpreta­
ción, está cambiando total y absolutamente el contenido, el sentido y el propó­
sito de la Ley. La está sustituyendo por una norma nueva en su contenido literal 
y jurídico, lo cual no está dentro de las funciones de esta Sala". 

Pero la Sala de Casación no se contestó con sentar una interpretación errada 
del artículo 197 del Código de Procedimiento Civil, sino que ha pretendido hacerlo 
con carácter general, estableciendo "normas aplicables a los procesos a partir de la 
fecha de la publicación de esta sentencia", en sustitución de una norma legal que vir­
tualmente "deroga", lo cual es absolutamente inconstitucional, pues esa función estatal 
corresponde al Legislador. No puede la Corte Suprema de Justicia, en ninguna de 
sus Salas, actuar como Legislador creando normas de validez general. A Jo sumo, en 
Corte Plena podría actuar como "Legislador negativo" como el propio Kc!sen lo 
concibió hace sesenta años, al declarar la nulidad por inconstitucionalidad de las leyes, 
pero ello está reservado a la competencia de la Corte en Pleno conforme al artículo 
215 de la Constitución. Podría incluso admitirse que la Corte Suprema, en Pleno, 
como juez constitucional, al declarar sin lugar un recurso de inconstitucionalidad, pu­
diera fijar la interpretación de una norma acorde con la Constitución, para sostener 
su constitucionalidad. Por ello, la Sala de Casación incurrió en una extralimitación 
de atribuciones usurpando esta vez, competencias de la Corte Plena, al haber pre­
tendido, en la práctica, "anular" con carácter general una norn1a y en sustitución, 
establecer otras normas de aplicación general o, como lo afirmaron los Magistrados 
disidentes, sustituir un dispositivo legal "por uno nuevo". 
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Por ello, con razón, los Magistrados disidentes señalaron que la Sala, en la 
sentencia, en realidad derogó el artículo 197 del Código de Procedimiento Civil, 

"atribuyéndose funciones legislativas que sólo le están conferidas en Venezuela, 
en lo que respecta a leyes nacionales, al soberano Congreso Nacional". 

La Sala de Casación, además, ejerció esta función legislativa que no tiene atri­
buida constitucionalmente, supuestamente para salvaguardar el derecho a la defensa. 
Pero en realidad, el artículo 197 del CPC, como lo observaron los Magistrados disi­
dentes, "no vulnera el derecho ciudadano a la defensa" el cual sólo estaría lesionado 
"cuando se priva a las partes del uso de los medios que les proporciona la Ley para 
hacer valer sus derechos". Por ello, es evidente que la interpretación literal del ar­
tículo 197, 

"no colide con el artículo 68 de la Constitución, sino por el contrario, organiza 
el ejercicio de ese de:-echo constitucional para hacerlo efectivo, rápido y seguro 
en el proceso". 

Sin embargo, fue precisamente con base en considerar que el artículo l 97 del CPC 
colidía con el artículo 68 de la Constitución, que la Sala de Casación invocó el artícu­
lo 20 del CPC que consagra el control difuso de la constitucionalidad, para afirmar 
que se "apartaba" de la interpretación meramente literal del artículo 197 y proceder 
a establecer normas de aplicación general a todos los procesos a partir de la fecha 
de la publicación de la sentencia. 

Por supuesto, no es posible ejercer el control difuso de la constitucionalidad de 
las leyes para establecer interpretaciones distintas a las literales de una norma, y crear 
normas nuevas de aplicación general sustituyendo las que están en la letra de la ley. 
Hacerlo, como lo ha hecho la Sala de Casación Civil, no es más que desconocer de 
la manera más absoluta el sentido de los métodos de control de la constitucionalidad 
en el país. 

Pero aun en forma equivocada, si la sentencia pretendía, como lo afirmó la Sala, 
"apartarse de la interpretación meramente literal" y "establecer normas aplicables a 
los procesos a partir de la fecha de la publicación de la sentencia", es evidente que 
ello sólo podía hacerlo sin violar la garantía constitucional establecida en el artículo 
44 de la Constitución, es decir, no podía la Sala crear la norma con efectos retroac­
tivos. Sin embargo, y a pesar de establecer las normas de aplicación general a los 
procesos "a partir de la fecha de la publicación de la sentencia", en forma totalmente 
contradictoria y retroactiva, la Sala casó un auto de un Tribunal de la República que 
había aplicado el artículo 197 del CPC en su forma literal, dictado dos años antes, 
al declarar con lugar el recurso de casación. Si la nueva interpretación y norma creada 
sólo se debía aplicar a los procesos a partir de la fecha de publicación de la sentencia, 
es evidente que no podía servir para casar un auto judicial dictado dos años antes. 

En todo caso, y para el supuesto de que la Sala de Casación Civil, al decidir 
el caso concreto sometido a su consideración, en virtud de que el lapso de apelación 
discutido transcurrió en los días de Semana Santa, considerase que en ese caso se 
violaba el derecho a la defensa del recurrente en ese supuesto, con base en artículo 20 
del CPC que prevé el método difuso de control de la constitucionalidad, sólo podía, 
y nada más, desaplicar la norma del artículo 197 del CPC al caso concreto aplicando 
preferentemente el artículo 68 de la Constitución. garantizándole al recurrente rn 
derecho de apelar. 

Pero definitivamente, lo que no podía la Sala de Casación, al amparo del ejer­
cicio del método difuso de control de la constitucionalidad, es derogar una norma y 
dictar otra en su sustitución, pretendiendo que ésta debe aplicarse con carácter general 
a todos los procesos. La Sala, sin duda, aplicó erradamente el artículo 20 del CPC 
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desconociendo los principios del control difuso de la constitucionalidad de las leyes, 
que no le permitían "establecer" normas de aplicación general distintas a las del 
derecho escrito; ni dar a su sentencia efectos derogatorios respecto de normas de 
derecho escrito, y menos en forma retroactiva. 

Como puede apreciarse del análisis que hemos hecho de esta última decisión 
de la Sala de Casación Civil en materia de control de constitucionalidad, es evidente 
que el tema del control de la constitucionalidad de las leyes no sólo continúa siendo 
uno de los más importantes para el adecuado funcionamiento del Estado sometido a 
una Constitución, sino que todavía es un tema no totalmente dominado por los 
propios jueces llamados a ejercer el control. De lo contrario, una sentencia como la 
comentada, no se habría dictado. 

París, diciembre 1989. 




